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La minuta talibana
del Gobierno
Negar lo evidente se ha vuelto doctrina

oficial. Y ni la mejor vocería puede sostener

indefinidamente un relato que se contradice.

Hay un arte que el oficialismo ha perfeccio-

nado con velocidad pasmosa: el de mirar el

incendio y jurar que se trata de una fogata

controlada. La entrevista a la seremi vocera

Rosario Pérez deja ver, sin que sea necesa-

riamente su responsabilidad personal, lo que podríamos

llamar la minuta talibana del Gobierno: ese documento in-

visible, pero tenazmente repetido, que ordena negar, relati-

vizar y desestimar toda crítica, por evidente que sea.

Se entiende que una vocera defienda a su equipo, y Pérez

cumple ese rol con corrección y disciplina. El punto no es

ella, sino la línea que debe sostener. Cuando se le pregunta

por las desprolijidades en la instalación del gabinete regio-

nal-con tres o cuatro seremis caídos por razones que van

desde lo amateur hasta lo bochornoso-, la respuesta es que

hablar de autocrítica "es un poco apresurado". Es la misma

música del diputado Luis Fernando Sánchez, que calificó la

instalación como "impecable" mientras los nombramien-

tos se desmoronaban uno tras otro. Decir que el gabinete

"está plenamente constituido" y reconocer en la misma fra-

se que falta el seremi de Minería no es un desliz de la voce-

ra: es la minuta hablando por ella.

El problema es que la realidad tiene la terquedad de no ple-

garse a los libretos. El Gobierno enfrenta problemas seve-

ros de comunicación que ya nadie en la escena política dis-

cute seriamente. La ministra vocera Mara Sedini no ha lo-

grado instalar un relato coherente, y los bandazos se multi-

plican. El proyecto de Ley de Reconstrucción Nacional ha si-

do un festival de confusión: los ministros García Ruminot -

en su visita a Valparaíso-, Quiroz y Alvarado se contradijeron

abiertamente respecto al límite de edad para acceder a la

gratuidad universitaria, dejando a beneficiarios, universida-

des y parlamentarios adivinando cuál es la versión oficial.

Que Pérez defienda al delegado Millones y al gabinete es

parte de su cargo, y lo hace con oficio. Pero hay afirmacio-

nes en el libreto que simplemente no se sostienen. Llamar

"coordinación" a lo que cualquier observador reconocería

como cuoteo es un eufemismo que tensiona la credibilidad.

Sostener que las encuestas no importan, justo cuando la lu-

na de miel se evapora, es otra forma de eludir el diagnóstico.

Sostener que el delegado lo ha hecho bien, no es verdad.

Un gobierno que recién comienza tiene derecho a pedir

tiempo. Lo que no puede pedir es que confundamos la dis-

ciplina con la ceguera. La autocrítica no debilita: or '
..

el mensajero, por muy prolijo que sea, no puede hacer ver-

dadero un mensaje que no lo es.
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La gran apuesta política del Gobierno

La cadena nacional del Presidente José Antonio Kast no sólo

presentó un nuevo proyecto de ley. En términos políticos,
marcó el inicio de la principal apuesta legislativa del Gobier-

no y, probablemente, una de las pruebas más relevantes para me-
dir su capacidad de conducción durante esta legislatura. El proyec-
to de Reconstrucción y Desarrollo Económico y Social no debe le-

erse únicamente como un paquete de medidas sectoriales, sino co-
mo un intento por articular una respuesta integral frente a las ur-

gencias económicas, sociales y fiscales que hoy enfrenta el país.

La propuesta combina crecimiento, empleo, control del gasto
y reconstrucción habitacional. Esa amplitud revela una decisión
estratégica: abordar simultáneamente distintas demandas ciuda-

danas bajo una sola iniciativa, buscando instalar un relato de go-
bierno centrado en la reactivación y la gestión. Sin embargo, esa

misma amplitud es también su principal riesgo político.
En el plano económico, el proyecto apuesta por reactivar el cre-

cimiento a través de incentivos a la inversión privada. La rebaja gra-
dual del impuesto corporativo, la reintegración tributaria y la bús-

queda de mayor estabilidad para proyectos de largo plazo apuntan
a reducir la incertidumbre que ha afectado el dinamismo económi-

co en los últimos años. La señal política es clara: el gobierno busca

posicionar la inversión como motor prioritario del crecimiento.
A ello se suman medidas destinadas a fortalecer el empleo for-

mal, especialmente mediante créditos tributarios asociados al pa-

go de salarios, con un foco importante en el apoyo a las pymes. Más
que una medida técnica, esto busca responder a una preocupa-
ción social de alta sensibilidad: la persistencia del desempleo y la
fragilidad del mercado laboral.

Otro eje relevante es la simplificación administrativa para faci-

litar la ejecución de proyectos. Aquí el gobierno intenta intervenir

sobre uno de los principales nudos del debate económico actual:
la llamada permisología. La promesa de compatibilizar inversión
y protección ambiental será, sin duda, uno de los puntos más ob-
servados durante la discusión legislativa.

En paralelo, la incorporación de medidas de responsabilidad
fiscal y control del gasto público también responde a una lógica po-

lítica más amplia. Incentivos al retiro en el sector público, mayo-
res controles sobre licencias médicas y una fiscalización más es-
tricta del uso de recursos buscan reforzar una imagen de discipli-
na en la administración del Estado.

No obstante, el componente más sensible del proyecto está en
la reconstrucción de viviendas tras los incendios que afectaron a

las regiones de Valparaíso y Biobío. Aquí el Gobierno enfrenta no
sólo una necesidad social urgente, sino también una prueba de le-
gitimidad frente a miles de familias que aún esperan respuestas
concretas.

El verdadero desafío, sin embargo, no está únicamente en el
contenido del proyecto, sino en su viabilidad política. El Gobierno
no cuenta con mayorías parlamentarias, lo que obliga a una estra-

tegia de negociación fina, concesiones y construcción de acuerdos
transversales. Precisamente por su carácter misceláneo, la inicia-

tiva corre el riesgo de que apoyos parciales se transformen en re-
chazos globales.

La gran interrogante es si esta estrategia legislativa logrará ar-

ticular gobernabilidad o, por el contrario, abrir nuevos flancos de

conflicto político. De esa respuesta dependerá, en buena medida,
el éxito del Gobierno y su capacidad para convertir esta gran
apuesta en resultados concretos para el país.

C
Columna

Michael J. Heavey
Ingeniero civil

Datos e interoperabilidad

Chile lleva años hablando de modernización del Estado y
transformación digital. Sin embargo, cuando llega el mo-
mento de tomar decisiones de fondo, el avance sigue sien-

do lento y fragmentado, atrapado entre rigideces normativas y una

preocupante falta de convicción política.
Un reciente seminario sobre transformación digital, convocado

por el Senado junto al BID y Fundación País Digital, a iniciativa del

entonces senador por Valparaíso Kenneth Pugh, permitió contras-
tar nuestra realidad con la experiencia internacional. Casos como

Estonia -referente mundial- o Ucrania, que incluso en contexto de

guerra ha sostenido un Estado digital eficiente y transparente,
muestran que el progreso no depende del tamaño del país ni de con-

diciones ideales, sino de estrategia, institucionalidad y voluntad.
El contraste con Chile es evidente. Mientras el sector privado ha

avanzado decididamente en el uso de tecnologías y datos, el Esta-

do sigue tratando la transformación digital como un gasto y no co-
mo la inversión estratégica que realmente es. Esta mirada pequeña

termina traduciéndose en servicios públicos ineficientes, duplica-

ción de trámites y mayores costos para la ciudadanía.

Conviene aclararlo: la transformación digital del Estado no es,
en lo esencial, un problema tecnológico. Las soluciones existen ha-

ce años, al igual que los estándares internacionales y el capital hu-

mano necesario para implementarlas. El verdadero obstáculo está

en plataformas poco escalables y en un marco jurídico que dificul-
tael uso oportuno, seguro y trazable de los datos, incluso dentro del

propio Estado.
En este escenario, el proyecto de ley de gestión de datos actual-

mente en tramitación representa un avance, pero requiere ajustes

relevantes. Resulta clave crear encargados de datos en los órganos
del Estado y, sobre todo, una institucionalidad central -una Oficina

del Dato-que coordine, arbitre y establezca criterios claros sobre el
uso de la información pública, resguardando la protección de los da-

tos personales. Junto a ello, es indispensable contar con una plata-

forma moderna de interoperabilidad, que permita el flujo de datos
entre los sistemas informáticos del Estado. Hoy el intercambio de in-

formación entre servicios sigue siendo lento e ineficiente, pesea que
existen soluciones probadas como X Road, desarrollada por Estonia

y Finlandia y ya adoptada por varios países de la región. No se trata
de innovar por innovar, sino de adoptar lo que funciona.

La experiencia reciente de la Ley Marco de Ciberseguridad de-

muestra que es posible avanzar cuando priman criterios técnicos y
acuerdos transversales. Lo mismo debiera ocurrir con la gestión de

datos. Sin información confiable, segura y actualizada, toda prome-

sa sobre inteligencia artificial y mejores políticas públicas se vuelve

retórica. Chile aún está a tiempo de corregir el rumbo, pero el mar-

gen para seguir postergando decisiones se agota.
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